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I-
A manera de presentación

Hablar del Estado, fácilmente nos trae a la mente su conceptualización desde el punto de vista político, sociológico y jurídico (sin que lo anterior excluya otros matices). A nosotros básicamente nos interesa explorar ese nexo que ata al Estado con lo jurídico, y cómo la armonización de todo eso nos lleva a perfilar al "Estado de Derecho" o en una acepción más amplia "Estado Democrático y Social de Derecho", donde gobernantes y gobernados no sólo tienen claras las reglas del juego social, sino además se sujetan a éstas.


Elías Díaz afirma que no todo Estado es Estado de Derecho.
 A lo largo de la historia, han existido Estados con un orden legal -ya sea clara o confusamente- definido tales estados colocan a sus administrados en éste, pero tal razón, sin más, no es suficiente para designarlo como Estado de Derecho, porque en muchos casos, los administradores estatales se colocan fuera del marco legal, escapan de la sujeción a la ley como expresión de la voluntad general, o mejor dicho de la expresión soberanía (en este caso delegada en el Poder Legislativo).


La manera en que se nos muestra la exacerbación del absolutismo, es a través de limitar el poder por medio del Derecho y someterlo a los controles jurídicos que cada sistema demande.
 Así pasamos de una parca concepción del Estado, a la del Estado de Derecho, donde priva por encima de cualquier esquema: el respeto a la persona y a sus derechos fundamentales. 


El Estado Social de Derecho, se nos presenta como una antítesis del individualismo, a través de la afirmación de los llamados derechos sociales
 y de una realización de objetivos de justicia social.
 Busca entonces, el bienestar mayoritario, traducido en nuestra Constitución como el predominio del interés social sobre el interés particular. Sus características se resumen en: el imperio de la ley (formalizada como tal en un órgano popularmente representativo); la separación y distribución de los poderes; la garantía de los derechos y libertades fundamentales y la legalidad de la administración pública.


El Estado de Guatemala está definido por el texto Supremo como: "libre" "soberano" e "independiente", organizado para garantizar a sus ciudadanos el goce de sus derechos y libertades; dentro de un sistema de gobierno "republicano" "democrático" y "representativo" (Art. 140), se enfatiza que la soberanía radica en el pueblo (en nadie más), reflejado en el Preámbulo de la Constitución de 1985.

El imperio de la ley

Podría pensarse que el imperio de la ley únicamente se extiende hacia los gobernados, mientras que los gobernantes no están ajenos a dicho precepto. Para despejar cualquier duda, todo tipo de funcionario en el ejercicio de su cargo es un "depositario" de la función pública, no el propietario o poseedor de ésta, con lo cual no sólo asume la responsabilidad, sino también se coloca por debajo de la ley y a la par de cualquier ciudadano, en el cumplimiento de sus deberes (Art. 154 constitucional).


Visto únicamente así, pareciera que el imperio de la ley queda en un mero plano local (doméstico), pero la realidad es otra, específicamente en lo referido a los tratados modernos sobre derechos humanos. Cada Estado contratante al aprobarlos, se somete a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien común, asumen varias obligaciones, no en relación con otros Estados, sino hacia los individuos bajo su jurisdicción.
 Lo anterior nos define el campo de aplicación en el ámbito interamericano, que como el caso de la Convención Interamericana contra la Corrupción, pretende que un instrumento de esta clase, regule una materia que dicho en términos coloquiales: "está en pañales" o "está en el tintero".

La división de poderes


Como herencia de la ideología caracterizada con el nacimiento del Estado contemporáneo, tenemos la división de poderes, como una fórmula para evitar el abuso de poder y preservar los derechos del hombre. 


El pueblo delega la soberanía para su ejercicio, en los Organismos Legislativo, Ejecutivo y Judicial, con prohibición expresa de la subordinación entre ellos, mas no su coordinación e interrelación (Art. 141 constitucional).


Para el efectivo funcionamiento de los Organismos o Poderes, debe operar el necesario juego de pesos y contrapesos, pregonado por Montesquieu, así como los controles internos establecidos.

Los derechos humanos


Si en épocas pretéritas el Estado de Derecho guatemalteco se concebía con fórmulas que le daban prioridad a la estructura orgánica de éste, nos atrevemos a afirmar que en la actualidad el planteamiento es profundamente antropocéntrico. La persona (y por ende las libertades establecidas a favor de ésta) ocupa un lugar preponderante en una nueva concepción del Estado guatemalteco.

Legalidad de la administración pública


Cuando requerimos el funcionamiento del Poder Ejecutivo, hablamos de un Ejecutivo "fuerte", no de un Ejecutivo "duro", propio de los sistemas autoritarios, donde no existen fórmulas de control, o se dan de una manera casi irrealizable. Un efectivo control, permite que los actos de la administración pública (incluyendo los que entrañan corrupción), traigan mayor responsabilidad jurídica a éste. En una organización pública sentada sobre la base legal, no pueden aceptarse ya poderes absolutos, poderes irresponsables, poderes incontrolados, poderes intangibles o perpetuos, en los cuales se disponga, no sólo de la vida de los ciudadanos, sino además, de las condiciones en que se desarrollen como miembros de una nación. 


La actuación de la administración pública está revestida del deber jurídico de prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente con los medios a su alcance las violaciones cometidas en el ámbito de su jurisdicción, a fin de identificar a los responsables, de imponerles las sanciones que correspondan y de asegurar a la víctima una adecuada reparación. Quiere decir lo anterior, que no basta con determinar una conducta lesiva y castigar a sus autores, sino que el deber estatal implica el resarcimiento de quien haya sido afectado. 


También la actuación de los entes públicos, abarcan el deber de prevención, por medio de todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos y que aseguren las eventuales violaciones a éstos, sean efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito, susceptible de acarrear sanciones para quien las cometa, con la respectiva indemnización a las víctimas, por sus consecuencias perjudiciales, sin que se citen medidas específicas, porque serán según el Derecho y las condiciones del Estado donde ocurran.

Límite a los derechos fundamentales


Existen ciertas circunstancias, en las que el poder público se ve en la necesidad -por supuesto debidamente justificada- de limitar todos aquellos derechos, en los que diversas normas nacionales e internacionales no ponen cortapisas o restricciones de ninguna clase. Estamos ante una situación extraordinaria, que no debe ser el común denominador de la vida institucional de cualquier Estado. La expresión “medida restrictiva fundamental” o dicho en términos de nuestra Constitución “Limitación de los derechos constitucionales”, alude implícitamente a actuaciones de los poderes públicos que, en principio, están amparadas por las normas jurídicas y que afecten un derecho fundamental. Si hablamos de límites, también estamos ante el hecho que si tal medida deja de ser legítima, se convierte en una violación, que imperiosamente debe ser restituida por el órgano jurisdiccional correspondiente.
 

II-
NORMAS BÁSICAS REFERIDAS EN EL PRESENTE ANÁLISIS (CON EXCEPCIÓN DE LA CONSTITUCIÓN, LAS DEMÁS ESTÁN EN ORDEN CRONOLÓGICO)

1. Constitución Política de la República de Guatemala, de 1985; publicada en el Diario Oficial el 3 de junio de 1985, en vigencia a partir del 14 de enero de 1986.

2. Código Penal, Decreto 17-73 del Congreso de la República; publicado en el Diario Oficial el 30 de agosto de 1973, en vigencia a partir del 15 de septiembre del mismo año.

3. Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad, Decreto 1-86 de la Asamblea Nacional Constituyente; publicada en el Diario Oficial el 13 de enero de 1986, en vigencia a partir del 21 de enero del mismo año. 

4. Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Congreso de la República y del Procurador de los Derechos Humanos, Decreto 54-86 del Congreso de la República; publicada en el Diario Oficial el 18 de noviembre de 1986, en vigencia a partir del 3 de diciembre del mismo año.

5. Código Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso de la República; publicado en el Diario Oficial el 14 de diciembre de 1992, en vigencia a partir del 14 de diciembre de 1993.

6. Ley de Contrataciones del Estado, Decreto 57-92; publicada en el Diario Oficial el 27 de octubre de 1992, en vigencia a partir del 12 de noviembre del mismo año.

7. Ley de creación del Consejo Nacional contra el Crimen, la Delincuencia, la Violencia y la Impunidad, Decreto 42-94 del Congreso de la República; publicada en el Diario Oficial el 17 de mayo de 1994, en vigencia a partir del 25 de mayo del mismo año.

8. Ley de Arbitraje, Decreto 67-95 del Congreso de la República; publicada en el Diario Oficial el 17 de noviembre de 1995, en vigencia a partir del 25 de noviembre del mismo año.

9. Ley para la Protección de Sujetos Procesales y Personas vinculadas a la Administración de Justicia Penal, Decreto 70-96; publicada en el Diario Oficial el 27 de septiembre de 1996, en vigencia a partir del 25 de enero de 1997.

10. Ley de Probidad, Decreto 8-97 del Congreso de la República; publicada en el Diario Oficial y en vigencia, el 31 de enero de 1997.

III- ANTECEDENTES HISTÓRICOS

La referencia más puntual en cuanto al tema de la corrupción, por lo menos en lo que al ámbito legislativo se refiere, consta en el Diario de Sesiones del Congreso guatemalteco, del 5 de marzo de 1991, cuando el diputado Juan José Rodil Peralta adujo que "la corrupción y la deshonestidad en el manejo de la cosa pública afecta a la credibilidad de las instituciones del Estado… y que encontrándose Guatemala al inicio de un quinquenio presidencial, debe darse la mejor y máxima oportunidad al nuevo gobierno,
 para que cuente con toda la cooperación ciudadana… amén de que es cuestión primordial e inexcusable de justicia social el que todos los recursos del Estado sean destinados en forma primordial y exclusiva a la satisfacción de las necesidades de la población guatemalteca.  Finalmente es indiscutible que la corrupción y la deshonestidad en el manejo de la cosa pública es una violación flagrante a los derechos humanos".


Después de la exposición de motivos, aparece el anteproyecto de ley que crea el "Equipo Anticorrupción", como una entidad permanente de derecho público, descentralizada, autónoma y con personalidad jurídica (Art. 1), cuya finalidad es convertir la lucha contra la corrupción en las entidades públicas del Estado de Guatemala, en una actividad nacional, con la participación de los "sectores vivos de la nación" (Art. 2). Su integración sería con miembros de partidos políticos de oposición, con los sectores: privado, sindical, universitario, cooperativista, de profesionales universitarios, periodísticos, y de los tres Poderes (Art. 3). Las funciones, serían las de un supraorganismo contralor, con facultades para suspender a distintos funcionarios (con excepción de los electos públicamente) de sus cargos, hasta por un plazo máximo de 60 días, para realizar la investigación correspondiente (Art. 4). Los informes de este grupo tendrían la calidad de documentos públicos, con acceso ciudadano (Art. 7).


Desconocemos las razones por las que no prosperó dicha propuesta.

Con la llegada al poder del Presidente Ramiro De León Carpio, a mediados de 1993, para concluir el período presidencial de Jorge Antonio Serrano Elías, quien fue depuesto luego del autogolpe de Estado del 25 de mayo de 1993, se incluyó en la agenda política el tema de la corrupción, mediante la promulgación de la Ley de creación del Consejo Nacional contra el Crimen, la Delincuencia, la Violencia y la Impunidad (Decreto 42-94 del Congreso de la República), cuya integración varió sustancialmente con relación al proyecto de ley antes referido, ya que los dos miembros titulares y suplentes, son: diputados del Congreso (preferentemente abogados); el Ministro de la Defensa Nacional y el Ministro de Gobernación, siendo sus suplentes magistrados titulares de la Corte Suprema de Justicia; magistrados del Organismo Judicial, magistrados de la Corte de Constitucionalidad; el Procurador General de la Nación y su suplente, el Fiscal General de la Nación; y el Procurador de los Derechos Humanos y su suplente, uno de los Procuradores Adjuntos (Art. 1). El objeto primordial del Consejo, es la búsqueda del "bien común" pregonado por la Constitución (Art. 2). 

Resulta muy fácil concluir que estamos ante el típico caso de Derecho positivo no vigente, ya que en primer lugar resulta muy difícil conciliar las agendas de trabajo de tan importantes funcionarios de gobierno; y aún cuando así fuera, desde el marco político, si no imposible, resultaría bastante difícil empatar posturas e intereses, que muchas veces en la práctica son irreconciliables.

Con lo anterior, estamos ante un incipiente tema, tal como lo veremos más adelante.

IV- RESPUESTAS AL CUESTIONARIO

3.4

a. y
b. La Constitución Política de la República de Guatemala (de ahora en adelante: "la Constitución Política", "la Constitución de la República", "la Constitución", "la Norma Suprema", "la Ley Suprema" o "el Texto Supremo"), contiene un enunciado general en cuanto a la obligación del Estado de proteger a la persona, con la finalidad suprema de la realización del bien común.
Jurisprudencia: Expediente 12-86, Sentencia del 17/09/86, Gaceta Jurisprudencial de la Corte de Constitucionalidad (G) 1, p. 3;  Expedientes Acumulados (Exps. Acum.) 342-97, 374-97, 441-97, 490-97 y 559-97, Sentencia del 05/09/97, G. 45, p. 34. 

Se menciona en: Exps. Acum. 8-97 y 20-97, Sentencia del 01/10/97, G. 46, p. 8.

En el caso puntual, y de forma relevante para los efectos de este reporte, está la Ley para la Protección de Sujetos Procesales y Personas vinculadas a la Administración de Justicia Penal (también de ahora en adelante "la Ley"), cuyo servicio de protección, funciona dentro de la estructura del Ministerio Público (Art. 1).

Sin perjuicio de lo que se apunta más adelante, anterior a la existencia de este servicio, la Ley Orgánica del Ministerio Público (Decreto 40-94 del Congreso de la República), en su artículo 41 establecía que la Oficina de Protección de Sujetos Procesales, la preside la persona nombrada por el Fiscal General. Tal disposición fue atacada mediante acción de inconstitucionalidad. El fallo desestimó este planteamiento y declaró inconstitucionales otros, ajenos a la materia que tratamos. (Exp. 662-94, Sentencia del 14/06/95, Considerando III). Posteriormente el artículo relacionado fue derogado por la aludida ley que protege a los sujetos procesales  (Decreto 70-96 de la República).

c. Aún cuando la respuesta es sí, confrontada la legislación con la serie de planteamientos que se formulan en el documento de estudio, la protección no es tan amplia, tal como puntualizaremos.
i
La oficina encargada, pondera que: a) El riesgo al que esté expuesto el solicitante del servicio sea razonablemente cierto; b) La gravedad del hecho punible y la trascendencia social del mismo; c) El valor probatorio de la declaración para incriminar a los partícipes, tanto intelectuales como materiales, del hecho delictivo; d) La posibilidad de obtener por otros medios la información ofrecida; e) Que la declaración pueda conducir a la identificación de partícipes en otros hechos delictivos que tengan relación con el que es motivo de investigación; f) Las opciones para otorgar la protección, previstas en esta ley; y g) Los riesgos que dicha protección puede representar para la sociedad o comunidad en donde se asiente el beneficiario (Art. 11).

ii
Se impone como deber de orden público denunciar la comisión de un delito, porque lo contrario genera la comisión del delito de Omisión de denuncia (Art. 457 del Código Penal).


En el caso de la Ley de Probidad, hacemos referencia al cumplimiento de obligaciones de los funcionarios públicos (Art. 19); y en cuanto a las acciones penales que pueden denunciarse por incumplimiento de las obligaciones de tales funcionarios, por parte del perjudicado o del Ministerio Público (Art. 21); y finalmente, un enunciado muy amplio en cuanto a que por una simple denuncia, se puede iniciar el antejuicio contra el servidor público que goce de este beneficio (Art. 24).

iii
La Ley de Probidad, que regula la relación empleado/funcionario público con sus bienes, únicamente contempla como plazo para que cualquier persona deduzca cargos, "durante el tiempo que éstos ejerzan el cargo o empleo" (Art. 10).

Lo anterior, a nuestro entender, sí constituye una limitante, ya que posterior a la salida de funciones de algunos funcionarios (especialmente los de alto rango), es que se descubren anomalías y presuntos actos de corrupción, generalmente en detrimento del Erario.

También estamos ante otra situación que genera conflicto, ya que la Ley de Probidad en el artículo aludido manda a que se ratifique la denuncia por enriquecimiento indebido; hay un lapso de tiempo que resulta bastante peligroso, especialmente para quien denuncia, ya que podría correr algún peligro (de cualquier índole). 

iv
Visto el artículo 30 constitucional in fine, existe la excepción al principio general de conocer todos los actos de la administración pública, y por ende denunciar cualquier anomalía en lo que se refiera a "asuntos militares", "diplomáticos de seguridad nacional" o "de datos suministrados por particulares bajo garantía de confidencia". Actualmente el tema de "Habeas Data" está en la agenda política, para reglamentar la disposición constitucional.

v
El beneficiario es quien denuncia, y siendo que el Servicio de Protección está inmerso en la estructura del Ministerio Público (ente que recaba la prueba en el sistema procesal nacional), también le corresponde la carga de la prueba en estos asuntos.

vi
La ley extiende los beneficios del servicio de protección cuando sea necesario (a juicio de la Oficina rectora de la materia), al cónyuge o conviviente,
 padres, hijos y hermanos del beneficiario, así como a cualquier persona ligada al beneficiario y expuesta a riesgo por las mismas causas (Art. 18). Como ejemplo de esto último, tenemos al jefe o subalterno del beneficiario, cuando se denuncien situaciones relacionadas con el centro o la actividad de trabajo.

vii
En principio, los criterios se encaminan hacia quien hizo la denuncia; resulta difícil proteger a quien "pretenda denunciar"; y como se apuntará más adelante, la cobertura no es tan amplia.

viii
El servicio de protección está dentro de la estructura del Ministerio Público (institución auxiliar de la Administración Pública y de los tribunales, con funciones autónomas, cuya misión principal consiste en que se cumplan las leyes del país -Art. 251 constitucional-( (Art. 1 de la Ley).


El objeto de este servicio, es proporcionar protección a funcionarios y empleados del Organismo Judicial, de las fuerzas de seguridad civil y del Ministerio Público, así como a testigos, peritos, consultores, querellantes adhesivos y otras personas, que estén expuestos a riesgos por su intervención en procesos penales. También dará cobertura a periodistas que lo necesiten por encontrarse en riesgos, debido al cumplimiento de su función informativa (Art. 2 de la Ley).

Los órganos del sistema de protección son a) El Consejo Directivo, integrado por el Fiscal General de la República, o en su ausencia por un representante escogido entre los funcionarios del más alto rango en el Ministerio Público; un representante designado por el Ministro de Gobernación, de entre los de mayor jerarquía; y el Director de la Oficina de Protección; b) El Director de la Oficina aludida, nombrado por el Presidente de la República, de una terna sometida a su consideración (Arts. 3, 4 y 6 de la Ley)

Las atribuciones del Consejo Directivo son: a) Diseñar las políticas generales para la protección de las personas a que se refiere la Ley; b) Aprobar los programas y planes que le presente el Director de la Oficina de Protección; c) Emitir las instrucciones generales para la protección, que deberá atender el personal de la Oficina de Protección; d) Aprobar las erogaciones necesarias para los planes de protección; y e) Aquellas otras que le correspondan conforme a la Ley (Art. 5 de la Ley).

ix
La solicitud como beneficiario del Servicio la presenta el funcionario, empleado o periodista que considere que su vida o integridad física está en peligro, aportando la información que sea pertinente (Art. 9 de la Ley).


Estamos ante situaciones muy particulares, es posible que por una falla en la técnica legislativa, el artículo relacionado no mencione también a la otra u otras personas contempladas en el régimen de protección, por lo que estimamos que también pueden hacerlo, con base en el constitucionalmente consagrado Derecho de petición (Art. 28 Supremo) . Por otra parte y debido a la actividad que desarrollan, los periodistas también gozan si el caso amerita, de tal protección.

x
Hecha la solicitud, la Oficina de Protección realizará una investigación de cada solicitud (aquí encaja el componente de evaluación), y rendirá informes periódicos al Consejo Directivo sobre los servicios prestados, para evaluar las políticas del Consejo (Art. 13 de la Ley).

xi
El grado de autonomía o discrecionalidad, a nuestro criterio, dependerá en la misma proporción que opere el del Ministerio Público. En la práctica y en la sociedad guatemalteca, todavía prevalecen las presiones de los grupos de poder. V. Gr. Ejército, sector empresarial y fuerzas de seguridad.

xii
y

xiii
Partimos del principio de "Reserva", por el cual los datos proporcionados por cualquier persona, deben mantenerse en secreto, de lo contrario el Servicio y la Ley perderían su razón de ser.


Otra forma complementaria para asegurar, tanto la protección como las eventuales (y eventualmente perniciosas) consecuencias que de la denuncia resultasen, sería por medio de una denuncia paralela ante el Procurador de los Derechos Humanos, quien al tenor del artículo 1 de su Ley orgánica, es el Comisionado del Congreso de la República para la Defensa de los Derechos Humanos establecidos en la Constitución Política de la República de Guatemala, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los Tratados y Convenciones Internacionales aceptados y ratificados por Guatemala.

A manera de ejemplo, citamos cómo el Magistrado de Conciencia es uno de los funcionarios que por excelencia debe guardar la reserva de lo que se denuncia en su oficina, así: Los ciudadanos AB y DE acudieron ante la institución constitucional del Procurador de los Derechos Humanos, con la finalidad de denunciar lo que consideraban un comportamiento lesivo a sus derechos, por parte de la administración pública. El funcionario denunciado, previo a que oficialmente se le notificara el expediente seguido en su contra, solicitó una certificación del memorial presentado por los denunciantes, a lo que el Ombudsman resolvió:

<<… los denunciantes acudieron a esta Institución, con el objeto de que se investigue su denuncia de violación de Derechos Humanos. Es evidente que ante los hechos denunciados, la Institución debe guardar el sigilo y la confidencialidad necesarios, para que los denunciantes puedan suministrar los datos que desemboquen en la comprobación o no de la conculcación a las garantías fundamentales de las personas. Por lo anterior y con base en la reserva contenida en la parte final del artículo aludido (30 constitucional), esta Institución se abstiene de proporcionar el documento solicitado>>.

FUNDAMENTO DE DOCTRINA: REF. EXP. GUA. 9-94/DES. Resolución del 12/01/94 (Considerando Unico).

Por otra parte, en la Ley de Contrataciones del Estado (Decreto 57-92 del Congreso de la República), se perfilan una serie de sanciones pecuniarias, para quienes fraccionen una negociación (Art. 81), Incumplimiento de obligaciones (Art. 82) y Otras infracciones (Art. 83). 

xiv
El derecho al debido proceso, está elevado al rango constitucional (Art. 12); de allí que ninguna persona podrá ser condenada ni privada de sus derechos, sin haber sido citada, oía y vencida en proceso legal ante juez o tribunal competente y preestablecido. Tampoco podrá ser juzgada por tribunales especiales o secretos.

Por las implicaciones penales que trae consigo una denuncia por corrupción (para el denunciante y denunciado), también el Código Procesal Penal desarrolla el derecho antes enunciado, a través de los principios universalmente aceptados de Nullum poena sine lege (Art. 1), Nullum proceso sine lege (Art. 2) y el de Independencia e imparcialidad judicial (Art. 7). También alude a la figura del Querellante adhesivo (Art. 116).

xv
A nuestro criterio, las opciones para el uso de mecanismos alternos de disputas es bastante limitado, ya que la Ley de Arbitraje excluye de esa materia, los asuntos en que la ley lo prohiba expresamente o señale un procedimiento especial para determinados casos (Art. 3, 3) c) de la Ley(.


La denuncia de actos de corrupción está ligada con la materia penal, por la eventual comisión de ilícitos que afectan la actuación pública, por lo que los mecanismos aludidos, por lo menos en este momento, no resultarían lo más apropiado.

d. La legislación aplicable, contiene cierto tipo de protección que podríamos denominar "básica", que comprende: a) Protección del beneficiario, con personal de seguridad; b) Cambio de lugar de residencia del beneficiario, pudiendo (no aparece el imperativo "debiendo") incluir los gastos de vivienda, transporte y subsistencia; c) La protección con personal de seguridad de la residencia y/o lugar de trabajo del beneficiario; d) Cambio de identidad del beneficiario; y e) Aquellos otros beneficios que el Consejo Directivo considere convenientes (Art. 8 de la Ley).
i
Los criterios a considerar, los referimos en 3.4 c. i.

ii
Conforme al inciso e) del artículo 8 de la Ley, el Consejo Directivo puede conceder otros beneficios, incluidos los que abarquen traslado al exterior del país, tanto del denunciante como de su núcleo familiar. Para que ello opere, de acuerdo a la amplitud de la norma, dependen de dos factores básicos: El factor presupuestario y la voluntad institucional, tanto del Ministerio Público como del Ministerio de Gobernación.

iii
La Ley no especifica cuáles son las condiciones a las que deba sujetarse el beneficiario, pero debido a que se trata de un asunto del orden penal, deberá comparecer a las citaciones y audiencias administrativas y tribunalicias, eso sí, con la debida protección que le brinda la Oficina de Protección; o en su defecto, la autoridad podrá trasladarse hacia el lugar en donde se encuentra el beneficiario (Art. 12).

e.
El servicio de protección, tiene facultades para otorgarla a través de diversas medidas.
i
y


ii
La Ley contempla taxativamente el cambio de identidad (Art. 8 d)(; para ello rigen las disposiciones del Código Civil, y será el Registro Civil correspondiente, el que expedirá el nuevo documento de identidad del beneficiario. En Guatemala es conocido con el nombre de Cédula de Vecindad (que se extiende a los mayores de edad -18 años-), mientras que en el caso de los menores, se identifican mediante la certificación de la partida de nacimiento, extendida por el Registro Civil del lugar donde nacieron.

iii
Tanto el tema del domicilio, como el desplazamiento hacia otro país se encuentran en la Ley; el primero en forma puntual, y el segundo como una facultad discrecional del ente rector en esta materia (Art. 8 b) y e)(.

iv
Generalmente es ésta la primera medida que se adopta (Art. 8 a) de la Ley(.

v
y

vi
Para un medio como el guatemalteco, tanto la expedición de nuevos títulos académicos, como disponer la modificación de rasgos físicos, resultan, a nuestro juicio, algo novedoso y avanzado, por lo que su inclusión podría darse al tenor del último inciso del artículo 8 de la Ley. En la práctica no sucede.

vii
En vista que se trata de acciones con carácter reservado, o con conocimiento muy limitado por parte de la autoridad receptora de la denuncia, se estima que cualquier acto discriminatorio de cualquier clase, únicamente provendría como producto de alguna infidencia.

f.
La Ley guarda silencio al respecto.

i
y

ii
Tanto las personas particulares como los funcionarios y empleados que tengan información relacionada con la protección proporcionada por el Servicio, están obligadas a mantenerla en secreto, para no comprometer la seguridad de los beneficiarios. El Director de la Oficina de Protección podrá suspender o separar del cargo al infractor, decisión que deberá ser ratificada por el Consejo Directivo, sin perjuicio de las sanciones penales correspondientes (Art. 17 de la Ley. Para los empleados públicos se aplican los artículos 419 Incumplimiento de deberes y 422 Revelación de secretos, ambos del Código Penal).

iii
El Director de la Oficina de Protección está facultado para gestionar la asistencia técnica y financiera que tenga por objeto el mejoramiento del mismo, pero todo convenio en este sentido deberá ser aprobado por el Consejo Directivo del Servicio (Art. 16 de la Ley).


Existe, entonces, la posibilidad de solicitar la cooperación nacional o internacional, pero en todo caso con la anuencia del Consejo Directivo, quien fija las políticas institucionales, incluidas las referentes a la materia de cooperación.

iv
y

v
La Ley no dice nada al respecto.

vi
Se establecen las causales por las cuales finalizan los beneficios del Servicio, a saber: Por vencimiento del plazo por el cual fueron otorgados; al desaparecer las circunstancias que dieron origen al riesgo; o cuando el beneficiario incumpla las condiciones u obligaciones establecidas en el convenido suscrito con el Director (Art. 14 de la Ley).


Lo que aquí destaca, es el hecho que una vez ponderada la necesidad de brindar el Servicio de Protección, el beneficiario firma un convenio, del cual inferimos que puede existir una separación voluntaria de los beneficios, a juicio de la persona.

vii
Tal como se relacionó con anterioridad, el Servicio de Protección se encarga de acompañar a la persona o de llevar a la autoridad correspondiente hacia el lugar en donde se encuentra el beneficiario (Art. 12 de la Ley). Lo anterior también se relaciona con el artículo 210 del Código Procesal Penal, en cuanto al examen (de los testigos) en el domicilio.

No se menciona nada sobre representaciones, pero supletoriamente tenemos que estar a las reglas contempladas en el Código Civil en cuanto a los mandatarios (Arts. 1686 al 1727).

viii
Desde el punto de vista del Código Penal, se tipifican varios delitos: Acusación y denuncia falsas (Art. 453), que consiste en la imputación falsa ante funcionario administrativo o judicial a alguna persona (nótese la amplitud del término), de hechos que de ser ciertos constituirían delito de los que dan lugar a procedimiento de oficio; Perjurio (Art. 459), cometido por la persona que ante autoridad competente jurare decir verdad y faltare a ella con malicia; Falso testimonio (Art. 460), cometido por el testigo, intérprete, traductor o perito que en su declaración o dictamen ante autoridad competente o notario, afirmare una falsedad, se negare a declarar estando obligado a ello u ocultare la verdad; y Presentación de testigos falsos (Art. 461), tanto en asuntos judiciales como notariales.


Existe amplitud legal, para que la persona que se sienta afectada y de acuerdo a cómo se activó la instancia administrativa o judicial, pueda resarcirse, sin perjuicio también de la demanda en la vía civil por daños y perjuicios (Arts. 96 a 198 del Código Procesal Civil y Mercantil)

ix
Tal y como manda el inciso e) del artículo 8 de la Ley, para que ello opere de acuerdo a la amplitud de la norma, insistimos que depende del factor presupuestario y la voluntad institucional, tanto del Ministerio Público como del Ministerio de Gobernación.

x
Ya tratamos el tema de la Reserva (Art. 17 de la Ley); también todas las entidades públicas o privadas quedan obligadas a prestar la colaboración que les solicite el Consejo Directivo o el Director de la Oficina, para la realización de los objetivos del servicio.


Para el caso contrario, el Código Penal tipifica el delito de Desobediencia (Art. 414), para quien abiertamente desobedeciere una orden de un funcionario, autoridad o agente de autoridad, dictada en el ejercicio legítimo de sus atribuciones.

g.
y

i
La Ley Orgánica del Presupuesto no dice nada al respecto
ii
Existe el enunciado general, que la función fiscalizadora de la hacienda pública y de la ejecución del Presupuesto General de Ingresos y Egresos de la Nación (Decreto 1126 del Congreso de la República, Art. 1, del 21 de noviembre de 1956) corresponde con exclusividad a la Contraloría de Cuentas, por lo que aquí cabe cualquier tipo de control posterior en cuanto a los desembolsos y erogaciones que el Servicio de Protección genere.

iii
Reiteramos sobre la asistencia técnica y financiera, con la aprobación del Consejo Directivo del Servicio (Art. 16 de la Ley).

h.
Aquí también se aplica el contenido del artículo 16 de la Ley, debido a la autonomía de la que goza el Ministerio Público.

i.
Sí, como se anota a continuación.

i
Sí, conforme al Art. 5 a) de la Ley.

ii
Sí, conforme al Art. 2 de la Ley.

iii
Sí, conforme al Art. 11 de la Ley.

iv
Sí, conforme a los Arts. 8 y 10 de la Ley.

v
Sí, conforme al Art. 16 de la Ley.

vi
Sí, conforme a los Arts. 2 y 18 de la Ley.

vii
Sí, conforme al Art. 5 inciso e) y 8 inciso e) de la Ley.

j.
No, salvo los antecedentes históricos relacionados y el contenido específico de la Ley para la Protección de Sujetos Procesales y Personas vinculadas a la Administración de Justicia Penal.
k. Confrontada la legislación actual con la Convención Interamericana contra la Corrupción y el cuestionario, nos damos cuenta que el ordenamiento jurídico vigente en Guatemala tiene vacíos y lagunas, razón por la que debe promoverse la reforma a la Ley o la promulgación de una nueva, teniendo como referencia la aludida Convención.

Guatemala, 5 de septiembre de 2000.

Guatemalteco, Abogado y Notario por la Universidad Rafael Landívar; Especialista en Derechos Humanos por la Universidad Complutense de Madrid; Ex-Secretario Privado del Presidente de la Corte de Constitucionalidad; Ex-Secretario General del Procurador de los Derechos Humanos (Ombudsman); Profesor de Derecho Constitucional.
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